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  RECURSO DE APELACIÓN 34/2021/SS
JUICIO CONTENCIOSO 261/2019/3

RECURSO DE APELACIÓN 34/2021/SS
EXPEDIENTE 261/2019/3
RECLAMANTE Y RECURRENTE: 

**********
DEMANDADAS:
SECRETARÍA DE GOBIERNO, SECRETARÍA DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE Y SECRETARIA DE DESARROLLO ECONÓMICO, TODAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO.

MAGISTRADO: 

JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA
SECRETARIA: 

ADRIANA JUÁREZ CACHO Y ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, acuerdo de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, correspondiente a la determinación unitaria de dieciséis de julio de dos mil veintiuno.
V I S T O S, para resolver los autos del toca 34/2021/SS formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el veintinueve de abril de dos mil veintiuno, por **********en su carácter de apoderada general para pleitos, cobranzas y actos de administración de la sucesión intestamentaria a bienes de **********, en su carácter de reclamante en contra de la sentencia de doce de marzo de dos mil veintiuno, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal, al resolver el expediente número 261/2019/3.
R E S U L T A N D O

I. Por escrito presentado el uno de abril de dos mil diecinueve ante la Oficialía de Partes de este Tribunal, **********en representación de**********en su carácter de apoderada general para pleitos, cobranzas y actos de administración de la sucesión intestamentaria a bienes de ********** presentaron reclamación por responsabilidad patrimonial del Estado, en la que  demandó lo siguiente:

 “6. PRESTACIONES QUE SE RECLAMAN:

a) La indemnización de $9,000,000 (nueve millones de dólares americanos) o su equivalente en monda nacional mexicana según el tipo de cambio vigente al momento del pago, como lo señala el artículo 8 de la Ley Monetaria.

b) Por la indemnización correspondiente a los daños punitivos que de manera material y directa también fueron originados por la lesión patrimonial del Estado debido a su conducta administrativa irregular.”

II. Mediante acuerdo de catorce de septiembre de dos mil veinte, previo requerimiento, se desechó la demanda única y exclusivamente por lo que toca a la persona jurídica **********, en atención a que no se acreditara con documento idóneo el carácter de quien se ostentaba como apoderado legal; por otra parte, se admitió a trámite la demandada por lo que hace a **********en su carácter de apoderada general para pleitos, cobranzas y actos de administración de la sucesión intestamentaria a bienes de **********, se ordenó emplazar a las autoridades demandadas para que produjeran su contestación a la demanda, carga procesal cumplida en tiempo y forma por lo que hace al Secretario de Desarrollo Económico, al Secretario del Trabajo y Previsión Social, así como a la Junta de Conciliación y Arbitraje (fojas 453 a 473, 539 a 541  y de la 557 a la 563 del  expediente de origen respectivamente), se ofrecieron pruebas y plantearon causales de improcedencia del juicio. Por lo que hace al Secretario de Gobierno del Estado, en proveído de veinticuatro de noviembre de dos mil veinte, se le hizo efectivo el apercibimiento, teniéndosele por contestada la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
III. Seguido el juicio en todas sus fases, el nueve de diciembre de dos mil veinte (foja 665) se llevó a cabo la audiencia de ley en el juicio de que se trata, con la presencia del representante de la parte actora, así como delegados de las autoridades demandadas Secretaria de Desarrollo Económico y Secretaría del Trabajo y Previsión Social; una vez que se admitieron y desahogaron las pruebas ofrecidas por las partes, el doce de marzo de dos mil veintiuno se procedió a emitir la sentencia con los siguientes puntos resolutivos:
“PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente juicio, por las razones vertidas en el considerando Quinto de esta sentencia.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.”
IV. La sentencia descrita en el punto que antecede fue notificada a las partes reclamante y demandada, los días ocho y nueve de abril de dos mil veintiuno (fojas 638 y 639 de los autos del juicio de responsabilidad patrimonial del Estado).
V. El veintinueve de abril de dos mil veintiuno se recibió el recurso de apelación promovido por la parte reclamante, de conformidad con lo previsto en el artículo 152 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; en proveído de catorce de junio de dos mil veintiuno se dio cuenta con el recurso de apelación y se ordenó notificar a la parte demandada para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere; vista que fue desahogada por oficios presentados en la Oficialía de Partes Común de este Tribunal el veintitrés, veinticuatro y veintinueve de junio de dos mil veintiuno (fojas 18 a 31, 33 a 35, y37 a 42 del toca), acordados en proveído de uno de julio de dos mil veintiuno y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado, se citó para resolver el presente recurso de apelación.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. A la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer de los recursos de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 7 fracción X, 9 fracción II, 23 fracciones IV y V  de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y 152 último párrafo, todos del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; dado que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.
SEGUNDO. Existencia del acto recurrido. Es cierto y se acredita con el informe rendido por la Magistrada encargada de despacho de la Tercera Sala Unitaria de este  Tribunal, y los autos en copia certificada del expediente de reclamación de responsabilidad patrimonial del estado 261/2019/3, en los cuales obra glosada la sentencia que lo constituye.
TERCERO. Legitimación. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de la reclamante en el juicio de responsabilidad patrimonial del Estado 261/2019/3,  cuya resolución es el acto recurrido, en términos del artículo 152, primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia recurrida fue notificada a la reclamante el (jueves) ocho de abril de  dos mil veintiuno (según se advierte en la foja 639 del expediente), por lo que en términos del artículo 40 del mismo Código dicha notificación surtió efectos el (viernes) nueve del mismo mes y año; de manera que el plazo de interposición transcurrió del (lunes) doce al (viernes) treinta de abril de dos mil veintiuno; al descontar para tal efecto los días (sábado) diez, (domingo) once, (sábado) diecisiete, (domingo) dieciocho, (sábado) veinticuatro y (domingo) veinticinco de abril de dos mil veintiuno, por ser inhábiles de conformidad con los artículo 15 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por lo que si el recurso de apelación se presentó el (jueves) veintinueve de abril de dos mil veintiuno, se efectuó con la oportunidad debida.

QUINTO. Análisis de procedencia. El recurso intentado resulta procedente en atención a que la Litis planteada versa sobre una reclamación por daño objetivo, hipótesis de procedencia que establece el artículo 152, fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que a la letra establece:

“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de  la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia para cumplir con los requisitos de congruencia y exhaustividad. 

Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida  por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época que reza:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.”
También cobra aplicación la tesis del Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil y del Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, consultable en la página dos mil ciento quince, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXIII, marzo de dos mil seis, Novena Época, de rubro y contenido siguientes:

“SENTENCIA DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, AL EMITIRLAS NO SE ENCUENTRAN OBLIGADOS A TRASCRIBIR LA RESOLUCÍÓN RECURRIDA. El hecho de que en las sentencias que emitan los Tribunales Colegiados de Circuito, no se transcriba la resolución recurrida, no infringe las disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual quedan sujetas sus actuaciones pues el artículo 77  de dicha legislación no lo prevé así, ni existe precepto alguno que establezca esa obligación; ni existe precepto alguno que establezca esa obligación; además, dicha omisión no deja en estado de indefensión al recurrente, puesto que ese fallo obra en los  autos y se toma en cuenta al resolver.” 

SÉPTIMO. Resumen de agravios. La reclamante, ahora recurrente, en su escrito  de apelación, esgrime como agravios, medularmente, los siguientes:

· El magistrado de sala de origen no analizó ni valoró el planteamiento de la demanda y las pruebas, específicamente, lo relacionado a los bienes extraviados  por el Estado, adquiridos por el finado **********, que no fue trasladada su propiedad a la empresa ********** pues nunca salieron del patrimonio del finado, de manera que con el actuar de la Secretaría de Gobierno, la Secretaría del Trabajo, la Junta Local de Conciliación y Arbitraje y con la Secretaría de Desarrollo Económico se produjo un daño patrimonial al los bienes de la ahora sucesión; bienes que incluso forman parte del acervo hereditario según el juicio sucesorio que se tramita en el expediente 167/2014 en el Juzgado Primero del Ramo Civil de la ciudad de Fresnillo, Zacatecas.
· Los bienes fueron valuados como se demostró en el juicio administrativo de origen, además de que existen constancias del proyecto tramitado y del conocimiento de la Secretaría de Desarrollo Social por la cantidad de nueve millones de dólares, mismo que fue cancelado por la desaparición o detracción de bienes que se encontraban en el poder del Estado, por medio de la Junta Local de Conciliación y Arbitraje en el juicio laboral 301/2002.
·   Sostiene que es falso que los bienes de mérito los hubiese trasmitido el finado ********** a la empresa **********, por lo que se aplicó indebidamente la causal de improcedencia que establece el artículo 228, fracción II del Código Procesal Administrativo.
· No resiste la sentencia apelada el test de razonabilidad que establece el artículo 250, fracciones I y II del Código Procesal Administrativo, ya que la Sala transcribe el acuerdo único de asamblea de 2 de septiembre de 2004, en el cual se indica que “cede ********** una nave… etc…” y otros bienes sin particularizarlos pero que palmariamente el magistrado estimó que eran los mismos cedidos y los adjudicados, de manera irrazonable y genérica, lo que violenta el principio de exhaustividad y congruencia, ya que de cotejarlos uno a uno no son los mismos los adjudicados y los cedidos.
· Que la visión errónea del Magistrado a quo parte desde considerar la cesión un documento público, cuando es un documento  privado, que sólo produce efectos entre los firmantes, que además firma como cedente **********, pero también como cesionario a nombre de PAZSA, S.A. de C.V. empresa de la cual era accionista.
· Independientemente de lo anterior no se exhibió por parte de la demandada Secretaría de Desarrollo Económico que la supuesta cesión de la nave industrial haya sido inscrita en el Registro Público de la Propiedad, pues al tratarse de un bien adherido al suelo, debió de hacerse su registro para hacerlo oponible a terceros.

· Tampoco obra en autos prueba de que **********hubiese recibido la posesión material de los bienes cedidos, ni que haya pagado su precio o los hubiese ingresado a su patrimonio, o que se hubiera recibido en donación.
· Concluye con que el frágil estudio de la sentencia apelada debe revocarse y entrar al fondo obligado en el artículo 250 del Código Procesal Administrativo del Estado.

OCTAVO. Antecedentes. Con el objeto de mejor proveer en el presente asunto, se estima conveniente hacer una relación cronológica de los antecedentes según lo aportado por las partes en autos del expediente de origen con respecto a laNave Industrial y demás bienes que defiende el reclamante:
1. El 14 (catorce) de octubre de 2002 (dos mil dos) el Presidente de la Junta de Conciliación y Arbitraje del Estado ordenó sacar a remate en primera almoneda los bienes descritos en el embargo trabado dentro del juicio laboral 301/2002/2 formado con motivo de la demanda interpuesta por el Sindicato de Trabajadores de la Industria del Plástico y Conexos del Estado de San Luis Potosí, en contra de la persona jurídica denominada **********(fojas 47 y 48 de autos).

2. El 21 (veintiuno) de octubre de 2002 (dos mil dos) en la Audiencia de Primera Almoneda para remate, descrita en el numeral anterior, se declaró fincado el remate  a favor del postor ********** (fojas 49 y 50).

3. Con fechas 12 (doce) de febrero, 25 (veinticinco) de marzo y 22 (veintidós) de septiembre, todos de 2003 (dos mil tres) el Presidente de la Junta firmó en rebeldía la facturas de los bienes adjudicados (fojas 51 a 66).
4. El 2 (dos) de septiembre de 2004 (dos mil cuatro), Contrato de cesión derechos que celebran como propietario el señor ********** y como cesionaria “**********” representada por el Presidente de su Consejo de Administración ********** (fojas 496), se consigna la cesión de una nave de producción que se ubica en Avenida Industrial número 4700 de la Zona Industrial de la Ciudad de San Luis Potosí, Capital del Estado del mismo nombre, y demás bienes que le fueron adjudicados por la Junta de Conciliación y Arbitraje de la Ciudad de San Luis Potosí, que se acreditó con las facturas que en copia certificada se agregaron al trato como parte integrante del mismo. El contrato fue protocolizado ante Notario Público Número Uno del Estado de Zacatecas Raúl Castro Montiel, el 28 de septiembre de dos mil cuatro.
5. El 8 (ocho) de octubre de 2009 (dos mil nueve) se dictó sentencia de sobreseimiento en el juicio de amparo indirecto 785/2009-III del índice del Juzgado Segundo de Distrito en el Estado (fojas 494 y 495), promovido por ********** en contra de actos de Gobernador del Estado y otras autoridades, consistentes en la orden de desocupación y lanzamiento de los bienes que se encontraban en Avenida Industrias #4700, Zona Industrial, San Luis Potosí. Al respecto se consideró que no era ciertos los actos reclamados y además la demanda era extemporánea bajo los argumentos siguientes: 
“En efecto, el promovente en su escrito de mérito adujo que sí existe una orden de desocupación o desalojo del inmueble de que se trata porque así se desprendía del oficio de fecha trece de julio de dos mil nueve signado por el Secretario de Desarrollo Económico de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, el que acompañó y ofreció como prueba.
Documental que obra a foja 115 de autos, que tiene valor probatorio pleno de conformidad con lo dispuesto por los artículos 197 y 202 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, toda vez que se trata de copia fotostática certificada por un funcionario público en ejercicio de su función, de la que se desprende, en lo que interesa, que en dicho oficio se comunica a **********(sic) que como se ha concluido el procedimiento por el cual el Gobierno del Estado  recupero tanto la propiedad como la posesión del predio donado a **********de manera condicionada y se tiene conocimiento de que los bienes propiedad de dicha empresa le fueron adjudicados en remate judicial ante la Junta Local de Conciliación y Arbitraje, se le requiere para que se presente a retirar en un plazo no mayor a quince días, los bienes muebles que se encuentran dentro del predio en cuestión, previa justificación del derecho de propiedad, con el apercibimiento de no hacerlo, de retirarlos a su costa y de considerarlos como abandonados y depositados ante la autoridad municipal conforme a lo dispuesto por los artículos 721, 722 y demás relativos del Código Civil del Estado.
Sin embargo, dicha documentación de ninguna manera justifica la orden de desocupación del inmueble a que alude la parte agraviada en su libelo de garantías, pues como se ha precisado, con independencia de que se trata de un requerimiento que se dirige al señor Daniel Carrera Saucedo (sic), que en su caso es susceptible de cumplir por su destinatario, en él no se orden a la desocupación del bien inmueble a que se refiere la quejosa, sino la petición de que se retiren bienes muebles que ahí se encuentran, siendo por tanto la materia del requerimiento contenido en dicho oficio diversa, al no existir identidad en su objeto.
Ello con independencia de que las diversas documentales que acompañó el Secretario de Desarrollo Económico de Gobierno del Estado a su oficio recibido el veinticuatro de septiembre último, las que tienen de igual manera valor probatorio pleno al tenor de los numerales invocados porque se trata asimismo de copias fotostáticas certificadas por un funcionario público en ejercicio de sus atribuciones, se desprende, que el destinatario del oficio de que se trata es **********, apoderado legal de la moral quejosa, **********, quien ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del estado se ostentó sabedor de su contenido el trece de julio de dos mil nueve, siendo que su demanda de garantías la presentó el trece de agosto der la propia anualidad, esto es fuera del término de quince días que para la solicitud de amparo prevé el artículo 21 de la Ley de Amparo.

Sin que en el caso, se pueda afirmar que lo que conoció en lo personal Daniel Carrera Salcedo, lo desconoce como representante de la persona moral directamente agraviada.”
6. El 9 (nueve) de octubre de 2009 (dos mil nueve) se dictó sentencia de sobreseimiento en el juicio de amparo indirecto 825/2009-III del índice del Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado, promovido por ********** en contra de actos de Gobernador del Estado y otras autoridades, consistentes en la orden de desocupación y lanzamiento  de los bienes que se encontraban en Avenida Industrias #4700, Zona Industrial, San Luis Potosí. Al respecto se consideró promovido extemporáneamente el juicio en atención a lo siguiente: “Por ende, se patentiza que la empresa quejosa tuvo conocimiento del acto reclamado el catorce de julio de dos mil nueve, a través de su apoderado legal Daniel Carrera Salcedo, toda vez que de conformidad con las reglas previstas en el referido artículo 21 de la Ley de Amparo, al desprenderse de autos, que la sociedad quejosa fue sabedora del acto reclamado consistente en el oficio SDE/SD/680/2009 de trece de julio de dos mil nueve, por conducto de su representante, específicamente desde el día catorce de julio siguiente a su emisión, es claro que transcurrió en exceso el término de quince días que prevé el artículo antes mencionado.” (fojas 490 y 491).
7. El 5 (cinco) de febrero de 2010 (dos mil diez) se dictó auto de sobreseimiento en el juicio contencioso estatal número 397/2009-1, promovido por **********, en contra del Secretario de Desarrollo Económico y otras autoridades, en atención a que la actora no había recogido los edictos ordenados en dicho expediente para emplazar como tercera interesada a la empresa **********(foja 474)

8. El 24 (veinticuatro) de noviembre de 2010 (dos mil diez) se dictó sentencia que decretó el sobreseimiento del juicio de amparo número 1072/2010-II del índice del Juzgado Cuarto de Distrito del Estado, promovido por **********, en contra del Gobernador del Estado y otras autoridades, por los actos consistentes en la expropiación, sin indemnización de los bienes identificados en su capítulo de antecedentes de la demanda –que corresponden a los adjudicados en el juicio laboral 301/2002/2. El sobreseimiento de conformidad con la resolución derivó del hecho de que dichos bienes habían sido transmitidos en propiedad a la empresa ********** mediante convenio de sección de derechos celebrado en Fresnillo Zacatecas, el dos de septiembre de dos mil cuatro (fojas 478 a 481).
9. El 14 (catorce) de julio de 2011 (dos mil once) se dictó resolución en el recurso de reclamación promovido por la parte tercera interesada **********, **********en el juicio contencioso estatal 50/2011 M-2 promovido por ********** en contra de la Secretaría de Desarrollo Económico del Estado por la emisión del oficio SDE/DS/882/2010 de fecha quince de diciembre de dos mil diez. En la resolución del recurso de reclamación resultó fundado y ordenó desechar el juicio por extemporáneo (fojas 483 a 488).

10. El 15 (quince) de agosto de 2018 (dos mil dieciocho) se dictó sentencia que decretó el sobreseimiento del juicio de amparo número 652/2018-II del índice del Juzgado Octavo de Distrito del Estado, promovido por **********en su carácter de apoderada general para pleitos, cobranzas y actos de administración de la sucesión intestamentaria a bienes de **********, en contra de la Secretaría de Desarrollo Económico por la omisión de contestar el escrito de fecha nueve de marzo de dos mil dieciocho. El  caso la autoridad responsable acreditó haber dado contestación mediante oficio de catorce de marzo de dos mil dieciocho notificado mediante estrados a la interesada, constancias que se le dieron a conocer a la quejosa y no fueron objetadas en juicio (fojas 525 y 526).
De lo anterior se advierte que la reclamante y ahora recurrente en apelación, **********en su carácter de apoderada general para pleitos, cobranzas y actos de administración de la sucesión intestamentaria a bienes de ********** y la persona jurídica **********han promovido e interpuesto diversos medios de defensa sobre los bienes adjudicados dentro del trámite del juicio laboral 301/2002 del índice de la Junta Local de Conciliación y Arbitraje al C. **********.

Sin embargo, en ninguno de estos juicios que fueron enlistados en el presente considerando se le ha tenido acreditada la titularidad de un inmueble, así mismo en varios juicios contenciosos estatales y federales, la propia empresa **********ha defendido la titularidad de bienes adjudicados al C. **********del juicio laboral 301/2002 del índice de la Junta Local de Conciliación y Arbitraje mediante el Contrato de cesión derechos que celebraron como propietario el señor ********** y como cesionaria “**********.” representada por el Presidente de su Consejo de Administración Daniel Carrera Salcedo  (fojas 496), de dos de septiembre de dos mil cuatro, protocolizado ante Notario Público Número Uno del Estado de Zacatecas Raúl Castro Montiel, el veintiocho de septiembre de dos mil cuatro.
Por otra parte la Junta de Conciliación y Arbitraje informó en su contestación a la demanda lo siguiente:
“Con fecha 22 de Febrero del 2002, compareció ante este Tribunal del Trabajo el C. **********, en su carácter de Apoderado Jurídico del SINDICATO DE TRABAJADORES DE LA INDUSTRIA DEL PLASTICO SIMILARES Y CONEXOS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI, C.T.M., a tramitar en la vía ordinaria laboral y en ejercicio de la acción de imputabilidad de huelga, la declaración mediante laudo de que los motivos de la huelga fueron imputables a la empresa **********, representada por **********, y en consecuencia el pago de Indemnización Constitucional y prestaciones accesorias derivadas de la relación contractual que unía a los miembros de la organización sindical con la empresa demandada; por lo que con fecha 26 de febrero del mismo año se dictó auto de radicación en la cual se tiene por recibida la demanda y se señala fecha y hora para la celebración de la audiencia inicial. La cual tuvo verificativo el 22 de marzo del 2002 a la cual únicamente compareció la parte actora, decretándose la rebeldía de la demandada, por lo que al no existir pruebas que ameritaran desahogo especial se pusieron los autos a la vista de las partes el día 17 de Mayo del 2002, y se cerró instrucción el 23 de mayo del citado año.

Se pronunció laudo con fecha 11 de junio del mismo año, al no darse cumplimiento al mismo, el sindicato actor solicito se dictara auto de requerimiento de pago y/o embargo, y en cumplimiento al mismo se constituyó el actuario en el domicilio de la parte patronal a requerir de pago y al no efectuarse este se señalaron para embargo los bienes que se encuentran detallados en acta circunstanciada de fecha 12 de Julio del 2002, (fojas 152 y 153 de autos), reunidos los requisitos que establece el numeral 968 de la Ley Laboral, se señaló fecha y hora para la celebración de audiencia de remate en primera almoneda, compareciendo la parte actora, dándose cuenta de la inasistencia de la parte demandada, así como de la asistencia de diversos postores entre ellos **********; terminada la media hora para recibir posturas el Presidente calificó las mismas y declara procedente la postura de **********, declarando fincado el remate.

Con fecha 22 de octubre de 2002 el C. ********** como representante de la persona moral **********., quien compareció como diverso postor, promovió recurso de revisión; asimismo en fecha 12 de noviembre de 2002, promovió Juicio de Garantías el C.**********, en su carácter de **********, el 31 de enero de 2003 el C. **********, promueve Juicio de Garantías ostentándose como subrogatario y propietario de diversos bienes muebles, procediendo el Juez de Alzada a acumular los juicios de Garantías. 

Previos los trámites de la instancia Constitucional el Juez Tercero de Distrito dentro de Juicios acumulados 1004/2002, 1022/2002, 1034/2002 promovidos por **********., ********** en su carácter de Administrador Único de la empresa ********** y **********en su carácter de Apoderado General para Pleitos y Cobranzas del ente Colectivo; y con fecha 20 de enero de 2003, dicta resolución en la que determina: “... PRIMERO.- SE SOBRESEE en el presente juicio de garantías respecto de los actos que la empresa quejosa **********, combatió de las autoridades precisadas en el resultando primero de esta resolución.- SEGUNDO.- La Justicia de la Unión NO AMPARA NI PROTEGE A ********** contra los actos y autoridades precisados en el resultando primero y considerando segundo de este fallo.- TERCERO.- La Justicia de la Unión AMPARA Y PROTEGE a ********** en contra del acto de Autoridad que quedaron precisados en el último considerando de este fallo."; en la inteligencia
de que
 el
amparo que se
concede a **********, fue en el siguiente sentido: "… En reparación a la garantía individual violada, se hace procedente otorgar a la empresa **********, el amparo y protección de la Justicia Federal que solicita, para el efecto de que el Presidente de la Junta Local de Conciliación y Arbitraje del Estado, deje insubsistente la diligencia de embargo reclamada, trabado en la diligencia datada el doce de julio de dos mil dos, solo en lo referente al predio cuya propiedad acredito dicha persona moral mismo que quedo precisado en parágrafos precedentes.- La protección constitucional se hace extensiva respecto de los actos posteriores al embargo no y solo en lo que pueda relacionarse al inmueble propiedad del establecimiento quejoso, pues la ilegalidad de
este acto produce la insubsistencia de los posteriores que al efecto se hayan dictado."

Contra dicha resolución el adjudicatario ********** y el sindicato actor a través de su Secretario General F. JAVIER CERVANTES VAZQUEZ promovieron recurso de revisión, determinándose por parte del Tribunal de Alzada que: "PRIMERO.- Quedan firmes los resolutivos primero y segundo de la sentencia que se revisa.- SEGUNDO.- Se confirma la Sentencia recurrida en la materia de la revisión.- TERCERO.- La Justicia de la Unión Ampara y Protege a **********, por conducto de su Administrador Único **********contra los actos y autoridades precisados en el resultando primero de esta ejecutoria."
Por lo que queda sin efecto el embargo trabado respecto de inmueble ubicado en Avenida Industrias 4700, Zona Industrial de San Luis Potosí.
En este orden de ideas, en fecha 25 de marzo de 2003, se dictó acuerdo en el cual, el entonces presidente del Tribunal del Trabajo, ordena
levantar el movimiento huelguístico y asimismo hacer entrega de los bienes muebles embargados, dándose cumplimiento mediante diligencia actuarial debidamente circunstanciada el día 27 de marzo del citado 2003, en la que se advierte compareció el ********** y el actuario lo puso en posesión material y jurídica de dichos bienes muebles, como consta a fojas 476 de autos, Tomo I, habiéndose entregado las facturas respectivas.
Ahora bien, referente a la Nave Industrial a
que se hace mención en la demanda, se aclara que mediante recurso de revisión promovido por la empresa denominada **********, en su carácter de tercero extraño a juicio, se determinó mediante resolución de 02 de diciembre de 2005, que al haber determinado el Juzgado Federal que concedió el Amparo y Protección para el efecto de dejar insubsistente el embargo trabado sobre el inmueble ubicado en **********, como lo señala la recurrente, es cierto pues se advierte de autos, específicamente de la diligencia de embargo que dicha nave industrial no fue señalada para embargo ni declarada así por el diligenciario, por lo cual, se estima fundado el argumento en el sentido de que resultó incorrecto que se expidiera una factura relativa a un bien que no fue materia de embargo, siendo por demás incorrecto que el perito, se haya excedido de su atribución al emitir un dictamen respecto de ello, cuando al aceptar el cargo fue en forma lógica solamente para el avalúo de los bienes que fueron embargados y no de otros que no lo fueron, es decir que si el procedimiento de remate debe de ceñirse estrictamente a lo establecido por la Ley Federal del Trabajo, puede inferirse que, de tal procedimiento inicia precisamente con el embargo de bienes y es necesario que se concluyan en forma legal las diligencias de embargo para que pueda originarse el remate de bienes, tal como se desprende del contenido del numeral 967 de la Ley federal del Trabajo, lo anterior implica como consecuencia necesaria que, para que pueda fincarse el remate de bienes es menester que previamente sean declarados en forma como embargados, así las cosas si de la simple lectura de la diligencia de embargo celebrada con fecha doce de julio de dos mil dos, apreciable a fojas cincuenta y cincuenta y uno frente y vuelta, que dicha nave no fue siquiera señalada para embargo, es indudable que no podía ser materia de remate y tampoco obviamente contaba con atribuciones el

Presidente de esta Junta para emitir factura de ese bien que no fue embargado, lo anterior es bastante y suficiente para declarar la procedencia de la revisión planteada, por lo que se declaró la procedencia de la revisión en el sentido de que resulta ilegal la expedición de la factura del bien consistente en una nave de producción cuyas características se detallan en el oficio número 2150/2003 visible a foja quinientos cuarenta y dos de los autos, dejando sin efecto la misma; dicha resolución fue impugnada tanto por el sindicato actor como el adjudicatario, y previos los tramites de la instancia constitucional se concedió la protección federal para efectos y en cumplimiento a ello se dictó resolución de fecha 8 de junio del 2005, que obra en el tomo II a fojas 1036 a 1041 y se declara procedente la revisión planteada; informándose al Juez Federal el cumplimiento dentro de los juicios de amparo 1164/2004 y su  cumulado 1173/2004, y mediante oficiol2901-A, se declara cumplida la ejecutoria de garantías.
Interponiendo Inejecución de Sentencia que fue registrada bajo el número 8/2005, contra dicha resolución ********** Y SINDICATO DE TRABAJADORES DE LA INDUSTRIA DEL PLASTICO, SIMILARES Y CONEXOS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI, C.T.M.; resolviendo el Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito declarar sin materia dicho incidente.
Con fecha 05 de Julio de 2005, se promueve recurso de revisión por actos de ejecución por parte del C. **********, solicitando la nulidad de la expedición de factura a favor del tercero, aduciendo que: “... con fecha 10 de Mayo del año 2000, me fueron cedidos los derechos de propiedad de diversa maquinaria que describe en el escrito inicial y que acompaña con las pruebas documentales que amparan las facturas Números 045, 0882, 241212 y 802/94, debidamente certificadas, las que dice eran propiedad de la persona moral denominada Nacional Productora de Empaques, S.A...”; por lo que se dio entrada citando a las partes a audiencia de pruebas y alegatos, y hecho esto se dictó resolución de fecha 18 de abril del 2008, en la que se declara procedente la revisión planteada y en consecuencia se dejan sin efecto las facturas expedidas por el tribunal laboral por anexión al bien inmueble, igualmente se dejan a salvo los derechos del actor incidentista respecto de la maquinaria que amparan dichos documentos. Resolución que fue combatida por el C. DANIEL CARRERA SALCEDO, presentando Juicio de Garantías, del que conoció el Juez Cuarto de Distrito y previos los tramites de la Instancia Constitucional, se concede para efecto de dejar insubsistente la resolución de fecha 18 de abril de 2008, y dictar una nueva atendiendo los lineamientos de la ejecutoria; y en fecha 08 de septiembre del mismo año se dicta resolución en cumplimiento a la sentencia de mérito.-
De todo lo anterior, por lo que respecta a la Junta Local de Conciliación y Arbitraje del Estado, se considera que respecto de lo que se reclama y demanda en todos y cada uno de los incisos de la demanda y que corresponden a este Tribunal del Trabajo, no asiste razón a los promoventes, pues el Juicio Laboral Número 301/2002/2, se llevó y tramitó en total apego a lo que marca la Ley Laboral, igualmente, tanto la partes del juicio, como adjudicatario y terceros extraños al mismo ejercieron que esta Junta Local ha actuado en que nos rige, y en observancia a las Tribunales Federales.
NOVENO. Examen de agravios. El agravio que esgrime la reclamante y ahora recurrente a su favor es en esencia que las documentales ofrecidas como prueba se acreditó el interés jurídico que le asiste por lo que resultó indebido el sobreseimiento del juicio de responsabilidad patrimonial del Estado.
Ahora bien, previo al análisis específico de los conceptos de agravio conviene hacer un breve análisis de la institución de la responsabilidad objetiva, la cual tiene como consecuencia jurídica actualizar la responsabilidad patrimonial del Estado, para así tener en cuenta cuales son los elementos de su configuración y cuales se deben ponderar al momento de restituir o indemnizar al afectado.

Así, conviene conocer el contenido legal de los artículos 113, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 124, penúltimo párrafo, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, en relación con los artículos 26 a 28 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, así como de los artículos 1752 y 1764 del Código Civil para San Luis Potosí, que preceptúan sobre la responsabilidad patrimonial del Estado, para conocer sus elementos y configuración:
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

“Artículo 113.-

…
La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de su actividad administrativa irregular, cause en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes. (…)”.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE SAN LUIS POTOSÍ

“ARTÍCULO 124.- 

…

 (ADICIONADO, P.O. 23 DE MARZO DE 2004)

La responsabilidad del estado por los daños que con motivo de su actividad administrativa irregular, cause en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que establezca la ley.

…”

LEY DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO Y MUNICIPIOS DE SAN LUIS POTOSÍ
 “ARTÍCULO 26. La lesión patrimonial que sea consecuencia de la actividad administrativa irregular deberá acreditarse ante las instancias competentes, tomando en consideración los siguientes criterios: 

I. Cuando la causa del daño sea claramente identificable, la relación causa-efecto entre la acción administrativa de la entidad y la lesión patrimonial deberá acreditarse de manera plena, y 

II. En su defecto, la causalidad única o concurrencia de hechos y condiciones causales, así como la participación de otros agentes en la generación de la lesión patrimonial, deberá acreditarse a través de la identificación precisa de los hechos relevantes para la producción del resultado final.”

ARTÍCULO 27. La responsabilidad patrimonial deberá probarla el reclamante que considere lesionados sus bienes, derechos o posesiones. Por su parte, la entidad deberá acreditar, la participación de terceros o del mismo reclamante en la producción de la lesión patrimonial irrogada al mismo y, en su caso, los supuestos de excepción que establece el artículo 6° de esta Ley. 

En los casos de que la lesión patrimonial derive de omisiones imputables a las autoridades, la carga de la prueba corresponderá a éstas.”

“ARTÍCULO 28. Las resoluciones administrativas que se dicten con motivo de los reclamos que prevé la presente Ley, deberán contener, entre otros elementos, el relativo a la existencia o no de la relación de causalidad entre el funcionamiento del servicio público o actividad administrativa de la entidad y la lesión producida. De igual manera deberá contener, en su caso, la valoración del daño ocasionado así como el monto en dinero o en especie de la indemnización, explicando los criterios o medios de prueba utilizados para su cuantificación.”

De la lectura íntegra de los artículos citados con anterioridad, se advierte que para entender la responsabilidad objetiva se debe atender a los elementos que la conforman:

1) Una actividad administrativa irregular del Estado; 

2) Un nexo causal comprobado o evidente; y

3) La actualización de un daño, ya sea de tipo moral o material.
En efecto, la propia Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en su artículo 28 dispone que para que se produzca la obligación de reparar el daño, primero, resulta indefectible que se demuestre el daño ocasionado y, que éste estriba como consecuencia del hecho ilícito o una actividad administrativa irregular. La ausencia de cualquiera de estos elementos, impide que se genere la obligación relativa, pues ambos son indispensables para ello; así, aunque se acredite que se llevó a cabo alguna conducta ilícita, si no se demuestra que ésta produjo el daño; o bien, si se prueba que se ocasionó el daño, pero no que fue a consecuencia de un hecho ilícito o de la actividad irregular, en ambos casos, no se puede tener como generada la obligación resarcitoria.
El daño actualizado puede ser de dos  tipos:

A. Material que como su nombre indica se refiere a los bienes o derechos tangibles del gobernado.
B. Moral el cual tutela los bienes intangibles, que de manera sólo enunciativa a continuación se enlistan: a) afectos; b) creencias; c) sentimientos; d) vida privada; e) decoro; f) honor; g) reputación; h) la consideración que de uno tienen los demás.

De lo expuesto resulta necesario que la propia reclamante compruebe de manera indefectible la titularidad del bien que defiende y el nexo causal con el daño ocasionado; en consecuencia la titularidad del derecho no puede presumirse ni inferirse, sino acreditarse plenamente.

Resulta ilustrativo para el caso que nos ocupa, en atención a las razones que se exponen el criterio XV.3o.36 A, con número de registro digital 172999, de la Novena Época, de materia administrativa, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXV, de marzo de dos mil siete, página 1696, de rubro y texto siguientes:
“INTERÉS JURÍDICO EN EL JUICIO ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA. PARA ACREDITARLO, CUANDO SE CONTROVIERTE LA IDENTIDAD DE UN INMUEBLE, EL QUE AFIRMA SER PROPIETARIO DEBE DEMOSTRARLA FEHACIENTEMENTE A TRAVÉS DE LOS MEDIOS PROBATORIOS IDÓNEOS Y NO MEDIANTE LA CONSTANCIA QUE PARA TAL EFECTO EXPIDA EL REGISTRADOR PÚBLICO DE LA PROPIEDAD Y DEL COMERCIO. De conformidad con el artículo 40, fracción II, de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Baja California, el juicio seguido ante él es improcedente contra actos o resoluciones que no afecten el interés jurídico del promovente. En esa tesitura, cuando se controvierte la identidad de un inmueble, quien afirma ser el propietario debe acreditar su interés jurídico con la demostración fehaciente de aquélla a través de los medios probatorios idóneos, dentro de los cuales no se encuentra la constancia que para tal efecto emita el registrador público de la propiedad y del comercio del Estado, ya que en ninguna parte de la Ley de Organización y Reglamentaria del Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Estado se le otorgan facultades para identificar los inmuebles.”
En el caso, existe evidencia de que los bienes en un principio adjudicados al C. **********del juicio laboral 301/2002 del índice de la Junta Local de Conciliación y Arbitraje, fueron cedidos mediante el Contrato de cesión derechos a “**********.” representada por el Presidente de su Consejo de Administración Daniel Carrera Salcedo  (fojas 496), lo que si bien en un principio se trata de un documento privado, adquirió el carácter de documento público mediante su protocolización el dos de septiembre de dos mil cuatro, protocolizado ante Notario Público Número Uno del Estado de Zacatecas Raúl Castro Montiel, el veintiocho de septiembre de dos mil cuatro.
Tampoco resulta apto para acreditar el interés jurídico que le asiste a la reclamante el hecho de que los bienes que defiende se hayan consignado parte del acervo hereditario según el juicio sucesorio que se tramita en el expediente 167/2014 en el Juzgado Primero del Ramo Civil de la ciudad de Fresnillo, Zacatecas (fojas 614 a 623), ya que ante éste sólo se puso a su disposición  diversas facturas expedidas por el Presidente de la Junta Local de Conciliación y Arbitraje, sin embargo, con eso no demuestra la titularidad de bienes pues este Tribunal tiene la obligación de valorar todo el caudal probatorio de autos y no sólo las mencionadas facturas, y hasta el momento sobre los bienes muebles se advierte que fueron cedidos a la persona jurídica “**********.”, de lo que queda constancia incluso en diversos juicios promovidos por la misma persona jurídica.
Finalmente, de conformidad con el informe que rinde el Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado (fojas de la 557 a 563), del cual se dio vista a la reclamante, se manifestó que el remate  de doce de julio de dos mil dos, fue controvertido mediante juicio de garantías por ********** en su carácter de representante legal de ********** el cual le correspondió conocer al Juez Tercero de Distrito en el Estado, quien acumuló los juicios 1004/2002, 1022/2002 y 1034/2002 y que finalmente por resolución de veinte de enero de dos mil tres, concedió el amparo a **********para el efecto de que dejará insubsistente el embargo trabado solo en lo referente a la Nave Industrial en su contra y respecto de los actos posteriores; contra dicha resolución se sostiene que ********** promovieron recurso de revisión que finalmente confirmó la sentencia de primera instancia. Con lo cual se puede afirmar que no existen inmuebles que defender a favor de la parte reclamante, con motivo de la adjudicación trabada en el juicio laboral 301/2002, por lo que no resulta exigible que la Nave Industrial tuviese que estar relacionada con una inscripción en el Registro Público de la Propiedad.  
En consecuencia, sin contar con un título de propiedad fidedigno y oponible a terceros que ampare a favor de la parte reclamante los bienes que defiende, los argumentos de agravio resultan infundados y lo procedente es confirmar la sentencia recurrida en sus términos.
Al respecto resulta aplicable al caso, por las razones que en esta se exponen, el criterio con número de registro digital 2006319, Décima Época, número I.1o.A.63 A (10a.), visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 5, de abril de dos mil catorce, Tomo II, página 1622, de rubro y texto siguiente:

“RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA PROPIEDAD DEL BIEN RESPECTO DEL CUAL SE SOLICITA EL RESARCIMIENTO ECONÓMICO CON MOTIVO DE LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR NO ES UN PRESUPUESTO PARA DAR TRÁMITE A LA RECLAMACIÓN RELATIVA, SINO UN ELEMENTO QUE DEBE ACREDITARSE PARA OBTENER RESOLUCIÓN FAVORABLE. En el artículo 22 de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado se distribuyen las cargas probatorias dentro del procedimiento indemnizatorio y, al efecto, se prevé que corresponde al reclamante demostrar la responsabilidad del Estado que causó lesión en su patrimonio. Por otra parte, establece que en el Estado recae la obligación de acreditar que el daño no deriva de su actividad administrativa irregular, ya sea porque es consecuencia de la acción de un tercero o del propio reclamante, o bien, que se generó por caso fortuito o fuerza mayor, incluso porque se trata de un menoscabo que está jurídicamente obligado a soportar. La redacción del artículo atiende a una lógica simple, consistente en que debe demostrarse primeramente que en el patrimonio del particular se generó un daño como consecuencia de una actuación administrativa irregular, y sólo comprobado esto último será posible analizar las causas eximentes de responsabilidad. Entonces, los elementos que debe demostrar la parte reclamante, como son: la existencia del daño en su patrimonio y el nexo causal entre éste y la actividad del Estado, son elementos sustantivos que deben colmarse para que se dicte una resolución favorable, ya que aun cuando, en algunos casos, el tema relativo a la titularidad sobre un bien envuelve un aspecto de legitimación y, por ende, un presupuesto para dar trámite al procedimiento, en la hipótesis de que se trata ese tópico constituye un requisito para que se reconozca el derecho pretendido, toda vez que no se justificaría resarcir un daño que no recayó en el patrimonio de quien pretende la indemnización.”

El sobreseimiento decretado impide a este Tribunal analizar las restantes probanzas referentes al fondo del asunto, por lo que el argumento de agravio respectivo resulta inoperante.

Cobra aplicación al caso, la jurisprudencia 2a./J. 52/98  emitida por la Segunda Sala de nuestro Máximo Tribunal de la Federación de la  Novena Época, registro 195741, visible en el  Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo VIII, agosto de mil novecientos noventa y ocho, página 244 de rubro y texto siguiente:
“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN. LO SON AQUELLOS QUE SE HACEN CONSISTIR EN LA OMISIÓN DEL ESTUDIO DE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, SI EL JUEZ DECRETÓ EL SOBRESEIMIENTO. Si el Juez de Distrito resuelve sobreseer en un juicio, donde se reclama la inconstitucionalidad de una ley, son inoperantes los agravios que se hacen consistir en la omisión de análisis de los conceptos de violación, pues el sentido del fallo no sólo liberaba al a quo de abordar tal estudio, sino que lo imposibilitaba para realizarlo; de lo contrario su proceder sería incongruente, en virtud de que la principal consecuencia del sobreseimiento es, precisamente, poner fin al juicio sin resolver la controversia de fondo.”

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO. Resultó procedente el recurso de apelación en términos de la fracción IV del artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 

SEGUNDO. Se confirma la sentencia apelada.

TERCERO. Se sobresee en el juicio de reclamación por responsabilidad patrimonial del Estado intentado por **********en su carácter de apoderada general para pleitos, cobranzas y actos de administración de la sucesión intestamentaria a bienes de **********, por las razones expuestas en el último considerando de la sentencia apelada y en el último considerando de la presente resolución.
CUARTO. Notifíquese, con testimonio de esta resolución, remítanse los autos a la Sala de su origen; háganse las anotaciones correspondientes y en su oportunidad archívese el expediente como asunto concluido; con apoyo en lo dispuesto por el artículo 16 fracción IV del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la auxiliar jurisdiccional licenciada  Yun Sen Fiscal Wong para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado de Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con la Secretaria General de Acuerdos Laura del Castillo Martínez, que autoriza y da fe.- Rúbricas.

“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativas que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”.
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